
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN DE LA 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

DE 30 DE JUNIO DE 2011 
 

CASO YATAMA Vs. NICARAGUA 
 

SUPERVISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA 
 
 
VISTO: 
 
1. La Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas (en adelante 
“la Sentencia”) dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la 
Corte Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”) el 23 de junio de 2005. 
 
2. Las Resoluciones de la Corte de 29 de noviembre de 2006, 4 de agosto de 2008 y 28 
de mayo de 2010. En esta última, inter alia, el Tribunal declaró: 
 

1. Que […] el Estado ha dado cumplimiento parcial a los siguientes puntos resolutivos de la 
Sentencia: 
 

a) pagar la indemnización por concepto de los daños material e inmaterial, la cual 
deberá ser entregada a la organización YATAMA, que deberá distribuirla según 
corresponda (punto resolutivo duodécimo de la Sentencia[…]);  
 
b) pagar la cantidad dispuesta por concepto de costas y gastos generados en el 
ámbito interno y en el proceso internacional ante el sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos, a favor de la organización YATAMA, la cual 
entregará a CENIDH y CEJIL la parte que corresponda para compensar los gastos 
sufragados por éstas (punto resolutivo décimo tercero de la Sentencia[…]). 

 
2. Que mantendrá abierto el procedimiento de supervisión de cumplimiento de los puntos 
pendientes de acatamiento señalados en el punto declarativo anterior, así como de los siguientes, 
a saber: 
 

a) adoptar, dentro de un plazo razonable, las medidas legislativas necesarias 
para establecer un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo que permita controlar las 
decisiones del Consejo Supremo Electoral que afecten derechos humanos, tales como los 
derechos políticos, con observancia de las garantías legales y convencionales 
respectivas, y derogar las normas que impidan la interposición de ese recurso (punto 
resolutivo noveno de la Sentencia[…]); 
 
b) reformar la Ley Electoral No. 331 de 2000 de manera que regule con claridad 
las consecuencias del incumplimiento de los requisitos de participación electoral, los 
procedimientos que debe observar el Consejo Supremo Electoral al determinar tal 
incumplimiento y las decisiones fundamentadas que al respecto debe adoptar dicho 
Consejo, así como los derechos de las personas cuya participación se vea afectada por 
una decisión del Estado (punto resolutivo décimo de la Sentencia[…]); 
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c) reformar la regulación de los requisitos dispuestos en la Ley Electoral No. 331 
de 2000 declarados violatorios de la Convención Americana y adoptar las medidas 
necesarias para que los miembros de las comunidades indígenas y étnicas puedan 
participar en los procesos electorales en forma efectiva y tomando en cuenta sus 
tradiciones, usos y costumbres (punto resolutivo undécimo de la Sentencia[…]); 
 
d) dar publicidad, a través de una emisora radial de amplia cobertura en la Costa 
Atlántica, a los párrafos indicados del capítulo VII (Hechos Probados), de los capítulos IX 
y X y los puntos resolutivos de la Sentencia (punto resolutivo octavo de la 
Sentencia[…]).  
 
[Y Resolvió:] 
 
1. Requerir al Estado de Nicaragua que adopte todas las medidas que sean 
necesarias para dar efectivo y pronto acatamiento a los puntos pendientes de 
cumplimiento […], de conformidad con lo estipulado en el artículo 68.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
 
2.  Solicitar al Estado de Nicaragua que, a más tardar el 6 de septiembre de 2010, 
remita al Tribunal el cronograma indicado en [la] Resolución.  
 
3. Solicitar al Estado de Nicaragua que cada cuatro meses presente un informe 
sobre el avance en la consecución de las metas establecidas en el cronograma y sobre el 
cumplimiento de los puntos de la Sentencia pendientes de acatamiento [...].  
 
[…] 
 

3. El escrito de 30 de septiembre de 2010, a través del cual la República de Nicaragua 
(en adelante “el Estado” o “Nicaragua”), solicitó una prórroga al Tribunal para la 
presentación del “cronograma detallado de acciones encaminadas al cumplimiento íntegro 
de la Sentencia” (infra Visto 5).  
 
4. Los escritos de 21 de septiembre y 21 de diciembre de 2010, mediante los cuales los 
representantes de las víctimas (en adelante “los representantes”) solicitaron al Tribunal que 
exhortara al Estado a presentar el cronograma ordenado mediante la Resolución de 28 de 
mayo de 2010 (supra Vistos 2 y 3, e infra Visto 5).  
 
5. La nota de la Secretaría del Tribunal (en adelante “la Secretaría”) de 23 de 
septiembre de 2010, a través de la cual se recordó al Estado que el plazo para la 
presentación de un cronograma detallado y completo de acciones encaminadas al 
cumplimiento íntegro de la Sentencia había vencido (supra Visto 2) y, siguiendo 
instrucciones del Presidente del Tribunal, se solicitó al Estado la presentación de dicho 
cronograma a la mayor brevedad. Asimismo, la nota de la Secretaría de 4 de octubre de 
2010, mediante la cual, siguiendo instrucciones del Presidente de la Corte, se concedió una 
prórroga solicitada por el Estado hasta el 1 de noviembre de 2010 para la presentación del 
cronograma. Adicionalmente, la nota de 25 de enero de 2011, a través de la cual, siguiendo 
instrucciones del Presidente de la Corte, se solicitó nuevamente al Estado que remitiera el 
referido cronograma de trabajo a la mayor brevedad, ya que durante el Período Ordinario 
de Sesiones que se celebraría del 21 de febrero al 5 de marzo de 2011, la Corte analizaría 
la supervisión de cumplimiento de la Sentencia. 
 
 
CONSIDERANDO QUE: 
 
1. Es una facultad inherente a las funciones jurisdiccionales de la Corte el supervisar el 
cumplimiento de sus decisiones. 
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2. Nicaragua es Estado Parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en 
adelante la “Convención Americana” o la “Convención”) desde el 25 de septiembre de 1979 
y reconoció la competencia de la Corte, conforme al artículo 62 de la Convención, el 12 de 
febrero de 1991. 
 
3. De conformidad con lo establecido en el artículo 67 de la Convención Americana, las 
sentencias de la Corte deben ser prontamente cumplidas por el Estado en forma íntegra. 
Asimismo, el artículo 68.1 de la Convención Americana estipula que “los Estados Partes en 
la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean 
partes”. Para ello los Estados deben asegurar la implementación a nivel interno de lo 
dispuesto por el Tribunal en sus decisiones1.  
 
4. La obligación de cumplir lo dispuesto en las sentencias del Tribunal corresponde a un 
principio básico del Derecho Internacional, respaldado por la jurisprudencia internacional, 
según el cual los Estados deben acatar sus obligaciones convencionales internacionales de 
buena fe (pacta sunt servanda) y, como ya ha señalado esta Corte y lo dispone el artículo 27 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, aquellos no pueden 
por razones de orden interno dejar de asumir la responsabilidad internacional ya 
establecida2. Las obligaciones convencionales de los Estados Partes vinculan a todos los 
poderes y órganos del Estado3. 
 
5. Los Estados Partes en la Convención deben garantizar el cumplimiento de las 
disposiciones convencionales y sus efectos propios (effet utile) en el plano de sus 
respectivos derechos internos. Este principio se aplica no sólo en relación con las normas 
sustantivas de los tratados de derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones 
sobre los derechos protegidos), sino también en relación con las normas procesales, tales 
como las que se refieren al cumplimiento de las decisiones de la Corte. Estas obligaciones 
deben ser interpretadas y aplicadas de manera que la garantía protegida sea 
verdaderamente práctica y eficaz, teniendo presente la naturaleza especial de los tratados 
de derechos humanos4. 
 
6. Los Estados Partes en la Convención que han reconocido la jurisdicción contenciosa 
de la Corte tienen el deber de acatar las obligaciones establecidas por el Tribunal. Esta 
obligación incluye el deber del Estado de informar a la Corte sobre las medidas adoptadas 
para el cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal en dichas decisiones. La oportuna 
observancia de la obligación estatal de indicar al Tribunal cómo está cumpliendo cada uno de 

                                                 
1  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104, 
párr. 60; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte de 
19 de mayo de 2011, considerando tercero, y Caso Castillo Páez Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia. Resolución de la Corte de 19 de mayo de 2011, considerando tercero.  
 
2  Cfr. Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (arts. 
1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-14/94 de 9 de diciembre de 1994. 
Serie A No. 14, párr. 35; Caso Radilla Pacheco Vs. México, supra nota 1, considerando quinto, y Caso Castillo Páez 
Vs. Perú, supra nota 1, considerando cuarto.  
 
3  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 17 de noviembre de 1999, considerando tercero; Caso Radilla 
Pacheco Vs. México, supra nota 1, considerando quinto, y Caso Castillo Páez Vs. Perú, supra nota 1, considerando 
cuarto. 
 
4  Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Competencia. Sentencia de de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos de 24 de septiembre de 1999. Serie C No. 54, párr. 37; Caso Radilla Pacheco Vs. México, supra nota 1, 
considerando sexto, y Caso Castillo Páez Vs. Perú, supra nota 1, considerando quinto. 
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los puntos ordenados por éste es fundamental para evaluar el estado del cumplimiento de la 
Sentencia en su conjunto5. 
 

A.  Adopción de las medidas que sean necesarias para dar efectivo y pronto 
acatamiento a los puntos de la Sentencia pendientes de cumplimiento y deber de 
informar al Tribunal al respecto.  
 

7. Durante la audiencia privada realizada el 26 de mayo de 2010 en el presente caso, el 
Estado se comprometió a remitir a la Corte, en un plazo de tres meses, un cronograma 
detallado y completo de acciones encaminadas al cumplimiento íntegro de la Sentencia. Por 
considerarlo útil y favorable para tal efecto, en la Resolución de 28 de mayo de 2010 (supra 
Visto 2), la Corte retomó dicho ofrecimiento del Estado y le ordenó la presentación del 
cronograma a más tardar el 6 de septiembre de 2010. Sin embargo, la Corte indicó que era 
necesario que en el plazo de tres meses propuesto por el propio Estado, éste definiera 
metas específicas a corto, mediano y largo plazo para dar pronto y total acatamiento a las 
obligaciones pendientes de cumplimiento. En el entendido de que ello requiere del esfuerzo 
de diversas autoridades estatales, la Corte estableció que, una vez que dicho cronograma 
fuera remitido al Tribunal, el Estado debía informar cada cuatro meses sobre el avance en la 
consecución de las metas establecidas en tal documento y sobre el cumplimiento de los 
puntos de la Sentencia pendientes de acatamiento.  

 

8. A partir de que la Corte dictó la Resolución de 28 de mayo de 2010 (supra Vistos 2 a 
5) se observa que en dos ocasiones se ha solicitado al Estado la presentación del 
cronograma, y que a pesar de que éste pidió a la Corte una prórroga para ello, dicho 
documento aún no ha sido remitido. En tal sentido, han transcurrido aproximadamente 
nueve meses desde que venció el plazo original para ello, y alrededor de un año desde que 
la Corte emitió la última Resolución de supervisión de cumplimiento de la Sentencia dictada 
en este caso. Aún más, la Corte observa que tampoco ha recibido por parte del Estado 
ningún otro tipo de información sobre medidas adoptadas para dar cumplimiento a los 
puntos pendientes de acatamiento distinto a la presentación del cronograma propuesto por 
el propio Estado.  

 

9. En aras de velar y garantizar la aplicación de las medidas de reparación dictadas, 
este Tribunal debe poder comprobar y tener información sobre la ejecución de la 
Sentencia6. En el presente caso, el Estado no está observando su deber convencional de 
indicar al Tribunal cómo está acatando las medidas de reparación pendientes de 
cumplimiento (supra Visto 2).  

 

10. En vista de lo anterior, y dado que la Corte carece de elementos para poder 
supervisar el cumplimiento íntegro de la Sentencia, es necesario que el Estado informe en 

                                                 
 

5  Cfr. Caso Barrios Altos Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 22 de septiembre de 2005, considerando séptimo; Caso Garibaldi Vs. 
Brasil. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 
22 de febrero de 2011, considerando séptimo, y Caso Castillo Páez Vs. Perú, supra nota 1, considerando sexto.  
 
6  Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 19 de enero de 2009, considerando vigésimo; Caso del Penal 
Miguel Castro Castro Vs. Perú. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución del Presidente en ejercicio de 
21 de diciembre de 2010, considerando décimo sexto, y Caso Castillo Páez Vs. Perú, supra nota 1, considerando 
décimo. 
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tiempo y detalladamente sobre todas las medidas adoptadas hasta el momento con ese fin, 
independientemente de que el Estado envíe el cronograma referido a la Corte. En este 
sentido, el Tribunal recuerda al Estado que la Sentencia establece reparaciones específicas 
que son independientes del diseño y puesta en marcha de tal cronograma.  

 

 

POR TANTO:  

 
LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,  

 

en el ejercicio de sus atribuciones de supervisión del cumplimiento de sus decisiones y de 
conformidad con los artículos 33, 62.1, 62.3, 65, 67 y 68.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, 24 y 30 del Estatuto, y 31.2 y 69 de su Reglamento, 

 

RESUELVE: 

 
1. Reiterar a la República de Nicaragua que adopte todas las medidas que sean 
necesarias para dar efectivo y pronto acatamiento a los puntos pendientes de cumplimiento 
señalados en el Visto 2 de esta Resolución, de conformidad con lo estipulado en el artículo 
68.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 

2. Solicitar a la República de Nicaragua que, a más tardar el 4 de octubre de 2011, 
presente al Tribunal información sobre las medidas adoptadas de conformidad con el punto 
resolutivo primero de esta Resolución y remita el cronograma propuesto por el Estado, de 
conformidad con los considerandos 7 a 10 de esta Resolución.   

 

3. Solicitar a la República de Nicaragua que, luego de la presentación del informe 
señalado en el punto resolutivo anterior, cada cuatro meses presente un informe sobre el 
cumplimiento de los puntos de la Sentencia pendientes de acatamiento y sobre el avance en 
la consecución de las metas establecidas en el cronograma, en su caso.  

 

4. Solicitar a los representantes de las víctimas y a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos que presenten las observaciones que estimen pertinentes a los informes 
mencionados en los puntos resolutivos segundo y tercero de la presente Resolución, en los 
plazos de cuatro y seis semanas, respectivamente, contados a partir de la recepción de los 
mismos.   

 

5. Continuar supervisando los puntos de la Sentencia pendientes de cumplimiento. 

 

6. Solicitar a la Secretaría de la Corte que notifique la presente Resolución a la 
República de Nicaragua, a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y a los 
representantes de las víctimas. 
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Diego García-Sayán 
Presidente 

 
 
 
 
 
Leonardo A. Franco      Manuel Ventura Robles  
 
 
 
 
 
Margarette May Macaulay     Rhadys Abreu Blondet          
    
 
 
 
 
 
     Eduardo Vio Grossi 
 
 
 
 
 
 
 

Pablo Saavedra Alessandri 
Secretario 

 
 
Comuníquese y ejecútese, 
 
 
 

Diego García-Sayán 
Presidente 

 
 
 
Pablo Saavedra Alessandri 
 Secretario  
 


